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Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos,
y demás de general aplicación esta Delegación Provincial for-
mula la siguiente

R E S O L U C I O N

Conceder las Ayudas con cargo al Fondo de Acción Social,
en modalidad de Protésica y Odontológica, personal funcio-
nario y no laboral que figura en el listado definitivo adjunto
como beneficiario de las citadas ayudas por el concepto y
cuantía que en el mismo se indica, hasta el 30 septiembre
de 2001.

Hacer público el referido listado, así como el definitivo
de excluidos que a tal efecto quedará expuesto en el tablón
de anuncios de esta Delegación Provincial.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
a la publicación de esta Resolución, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo de Jaén o aquél que estime pro-
cedente, de acuerdo con lo previsto en los arts. 8, 14 y 46
de la Ley 29/98, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, sin perjuicio de la interposición
del recurso potestativo de reposición ante este órgano en el
plazo de un mes (art. 116 de la Ley 4/99, de 13 de enero,
de modificación de la Ley 30/92, de 26 de noviembre).

Jaén, 8 de marzo de 2002.- El Delegado, Celso Fernández
Fernández.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 2 de abril de 2002, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan las empresas dedicadas a la instalación, mon-
taje y reparación de líneas telefónicas en Sevilla,
mediante el establecimiento de servicios mínimos.

Por la Confederación General del Trabajo de Sevilla ha
sido convocada huelga desde las 6,00 horas del día 9 de
abril de 2002, con carácter de indefinida, y que, en su caso,
podrá afectar a todos los trabajadores de las empresas dedi-
cadas a la instalación, montaje y reparación de líneas tele-
fónicas en Sevilla.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones
de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supues-
tos de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos
o de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional, en sus sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989, ha sentado la doctrina en
materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios esen-
ciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente
por la sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Dentro de las actividades de instalación, montaje y repa-
ración de líneas telefónicas que realizan las empresas en las
que se ha convocado la huelga, la regulación de esta Orden
se dirige únicamente al servicio de «reparación de líneas tele-
fónicas», el cual, si bien en sí mismo no constituye un servicio
esencial para la comunidad, por existir otros muchos medios
alternativos, sí hay que entender que presta dicha empresa
un servicio esencial para la comunidad en algunos lugares
y centros de uso público (hospitales, servicios de urgencias,
bomberos, protección civil, policía, etc.), donde, para casos
de urgencias que se les puedan plantear a los ciudadanos,
no existen otros medios de comunicación que no sea el uso
del teléfono de línea fija y por ello la Administración se ve
compelida a garantizar dicho servicio esencial mediante la
fijación de servicios mínimos para el mantenimiento en dis-
posición de su uso de los teléfonos públicos en los referidos
lugares y centros, por cuanto que la falta de comunicación
en esos lugares y en situaciones de urgencias colisiona fron-
talmente con el derecho a la salud y a la vida proclamado
en los artículos 43 y 15 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artí-
culo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983, y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada por la Con-
federación General del Trabajo de Sevilla desde las 6,00 horas
del día 9 de abril de 2002, con carácter de indefinida, deberá
ir acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos
que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 2 de abril de 2002

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de la Presidencia

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director General de Sistemas de Información y
Telecomunicaciones.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico de Sevilla.

A N E X O

Se establece el 25% del personal afectado exclusivamente
al servicio de reparación de línea telefónicas.
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RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se dispone el
cumplimiento del Auto dictado en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 813/00, interpuesto por
Sevilla Seedless, SL.

En el recurso contencioso-administrativo número 813/00,
interpuesto por Sevilla Seedless, S.L. contra la resolución de
la Consejería de Trabajo e Industria de la Junta de Andalucía,
de fecha 3 de febrero de 2000, mediante la cual se declaró
la inadmisibilidad del recurso de alzada interpuesto por don
José Manuel Tassara Llosent, en nombre y representación de
Sevilla Seedless, S.L. contra acuerdo de inicio y suspensión,
dictado por la Delegación Provincial de dicha Consejería en
Sevilla, de fecha 5 de octubre de 1999, en materia de res-
ponsabilidad patrimonial, se ha dictado Auto por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, con fecha 16 de octubre de 2001,
cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

«La Sala acuerda: Acogiendo la alegación previa plan-
teada, se declara inadmisible el presente recurso interpuesto
por Sevilla Seedless, S.L. por inexistencia de acto recurrido.»

Mediante providencia de fecha 20 de febrero de 2002
se ha declarado firme la sentencia anterior.

En virtud de lo establecido en el artículo 3.º.5.ª de la
Orden de 3 de octubre de 2000, de delegación de compe-
tencias y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118
de la Constitución y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de
1 de julio, del Poder Judicial y 104 y siguientes de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, he dispuesto el cumplimiento en sus
propios términos de la expresada sentencia, así como su publi-
cación en el BOJA.

Sevilla, 14 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso con-
tencioso-administrativo (rec-cont. 738/01) ante el Juz-
gado núm. Cinco de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Cinco de Sevilla, C/ Vermondo Resta, s/n, Edif. Viapol, Portal
B, 6.ª Planta, de Sevilla, se ha interpuesto por doña Francisca
Pilar Luna Garrido, recurso contencioso-administrativo núm.
738/01, contra la Resolución de 21 de agosto de 2001, de
la Dirección General de Gestión de Recursos Humanos de
la Consejería de Educación y Ciencia, por la que se publica
el tiempo de servicios de los participantes en cada una de
las bolsas de trabajo de maestros interinos prestados hasta
el 30 de junio de 2000, a fin de cubrir posibles vacantes
o sustituciones mediante nombramiento interino durante el
curso 2001-2002.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de vista el día 30 de abril de 2002 a las 10,00 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado, en el plazo de nueve días.

Sevilla, 14 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

RESOLUCION de 12 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Málaga, por la que se emplaza
a los terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 472/01 PO, interpuesto por don José
Jesús Reyna Miguel en nombre y representación de
su hijo Mikel Reyna Escalera, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo núm. Dos, de Málaga.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Dos, de Málaga, sito en Alameda Principal núm. 16, se ha
interpuesto por don José Jesús Reyna Miguel en nombre y
representación de su hijo Mikel Reyna Escalera, recurso con-
tencioso-administrativo núm. 472/01 P. Ordinario contra la
Resolución dictada por la Delegación de Educación y Ciencia
de Málaga, sobre la decisión de no promoción de Mikel Reyna
Escalera tomada por el IES «Miraya del Mar» de Torre del
Mar, Málaga en 3.º de ESO para el curso 01/02.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por
el Juzgado y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1 y 2
de la Ley 29/98 reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 472/01 P. Ordinario.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para
que esta notificación sirva de emplazamiento a cuantos apa-
rezcan en él, a fin de que puedan personarse hasta el momento
en que hubiere de dárseles traslado para contestar a la
demanda.

Málaga, 12 de marzo de 2002.- El Delegado, Juan Alcaraz
Gutiérrez.

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 4 de marzo de 2002, de la Direc-
ción General de Bienes Culturales, por la que se incoa
el procedimiento para la declaración como Bien de
Interés Cultural, con la categoría de Zona Arqueológica,
a favor del yacimiento arqueológico de Cerro Largo,
Cerro del Santuario y Cerro Cepero, en Baza (Granada).

I. El artículo 13.27 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30
de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía, esta-
blece la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma
en materia de Patrimonio Histórico, Artístico, Monumental,
Arqueológico y Científico, y el artículo 6.a) de la Ley 16/1985,
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español determina
que se entenderán como Organismos competentes para la eje-
cución de la Ley, «los que en cada Comunidad Autónoma
tengan a su cargo la protección del patrimonio histórico».

Asimismo, el artículo 2 del Reglamento de Organización
Administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, apro-
bado mediante Decreto 4/1993, de 26 de enero, atribuye
a la Consejería de Cultura la competencia en la formulación,
seguimiento y ejecución de la política andaluza de Bienes
Culturales, referida a la tutela, enriquecimiento y difusión del
Patrimonio Histórico Andaluz, siendo, de acuerdo con el ar-
tículo 5.3, del Reglamento anterior, el titular de la Dirección
General de Bienes Culturales, el órgano competente para incoar
y tramitar los procedimientos de declaración de Bienes de
Interés Cultural.


